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CONSIDERANDO:

Que, el dia 5 de octubre del 2012, el Tribunal Arbitral del Centro
Internacional de Arreglo de Diferencias e Inversiones (CIADI, por
sus siglas en inglés) constituido para resolver la demanda
propuesta por la empresa Occidental Exploration and Production
Company (OEPC) contra el Estado Ecuatoriano, por la caducidad
de la concesión del bloque 15, resolvió un írrito taudo
desfavorable al interés ecuatoriano, con dos opiniones a favor y
una disidente, argumentando que: (i) Ecuad"or uioló el Artículo
IL3(a) del Tratado al no acordar trato justo A equitatiuo a la
inuersión de las Demandanteq A al no brindarle q las
Demandantes el trato mínimo exigible conforme a derecho
internacional; (ii) Ecuador uioló el Artículo III.I del Tratado al
expropiar la inuersión de las Demandantes en el Bloque 75 a traués
de una medida "equiualente a la expropiación"; (iii) Ecuador dictó el
Decreto de Caducidad en uiolación del derecho ecuatoriano y el
derecho ínternacional consuetudinario; (iu) OEPC uioló la Cldusula
16.7 d.el Contrato de Participación al no obtener la autorización
ministerial necesaría a los fines de la transferencía de derechos
medíante el Aqterdo de Farmout; como resultado de esta uiola.ción,
los daños otorgados a las Demandantes serdn reducidos por un
factor del25% (uer subparrafo (u));

Que, en base al parcializado laudo arbitral se condena al Estado
Ecuatoriano a pagar la cantidad de US$ 1.769'.625.0OO,O0, más
intereses compuestos anualmente del 4,188o/o, desde el 16 de
mayo de 2006 hasta la fecha del laudo (además de intereses
compuestos mensuales a la tasa LIBOR), totalizando Ia suma de
US$ 2.263'.536.245,OA, 1o cual representa una gravísima
afectación a la economía pública del país;

Que, la opinión disidente emitida por la Profesora Brigitte Stern
rniembro del Tribunal Arbitral- que, si bien considera que "(...1 la
Demandada actuó de manera desproporcionadd, eD lo
fundamental reconoce que hubo una '''(...) graue uiolación de sus
leAes.fic-s eanatorianasl por parte de las Demandante{; por lo cuatr
discrepa "profundamente" con el cálculo de daños que en su
opinión "...se funda en bases jurídica,s completamente erróne.q{
(...) pues considera que "...1a conseqtencia. del ilícito de las
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Demandantes, al uiolar el derecho ecuatoriano, se ha subestimado
groseramente g no se ha tenido en caenta adecuadamente la
importancia que tiene para cada Estado la obseruancia de su orden
jurídico por parte de las empresas ertranjeras', y por ello señala
que "...se ha subestimado enormemente la contribución de las
Demandantes al daño, Aa. que las Demandantes deliberadamente
asumieron el ríesgo de la caducidad por su propío
comportamiento", señalando además eue , refiriéndose al
desconocimiento del contrato de la empresa OECP con la empresa
OEC señala que "(...) en mi opinión, el mós graue [error], es el
manifiesto exceso de poder del Laudo al anular un contrato relatiuo
a una sociedad qlue no solo no era parte del arbitraje sino que,
incluso si hubiera sido parte, no podría haber sido considerada, ga
qlue se trata de un inuersor chino, como un inuersor respecto del
cual el Tribunal tenía jurisdicción conforme al TBI Estados
Unidos/ Ecuador";

Que, en correspondencia con el ordenamiento interno de la República
deI Ecuador la transferencia total o parcial de las acciones de un
Contrato de Concesión sin que haya sido autorizada por el Estado
Ecuatoriano, constituye una causal obligatoria para la Caducidad
del contrato y que además en el Contrato de Concesión entre
OEPC y el Estado Ecuatoriano se señala expresamente que, de
ser aplicada esta medida, no será susceptible de arbitraje; y a
pesar de ello, la empresa concesionaria OECP violó
flagrantemente la ley y el Contrato con pleno conocimiento de las
consecuencias que produciría su falta;

Que, en el laudo se demostró de manera fehaciente, que hubo violación
de los artículos 16.7; 2l.l; del 21.1.2; 21.2.4; 22.t.2; 22.2.1 del
Contrato de Participación y dice el Tribunal del CIADI que la
empresa incurrió en "...utla. uiolación punible del artículo 74.11 de
la LHC que expresamente le dabo la opción al Ministro de declarar
la caducidad del contrato de participación A /os aqterdos de
operación conjunta";

Que, por tanto, el laudo arbitral constituye un menoscabo al derecho
soberano del Estado Ecuatoriano, que ha sido desconocido por un
Tribunal Arbitral internacional, al que jamás se le solicitó su
intervención y en el que tampoco se tuvo participación alguna,
que ha mostrado su sometimiento a los intereses del gran capital
por sobre cualquier otra consideración, evidenciando la grave
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aÍnen.aza que implica para la soberanía de cualquier nación la
existencia de este tipo de instituciones;

Que, la áoctrina Calvo y demás tratadistas, establecen que las
demandas, reclamaciones y quejas se deben someter a la
jurisdicción de los tribunales locales, evitando recurrir a las
presiones diplomáticas o intervenciones armadas de su propio
Estado o gobierno;

Que, el sesgado laudo confirma la decisión tomada por el gobierno de
retirarse de estos pseudo-sistemas de solución de conflictos entre
Estados y empresas extranjeras, para garmtizar su plena
independencia y su soberania; y,

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales,

RESUELVE:

Artículo 1.- Declarar como política de Estado, la acción que impulsa el
Estado Ecuatoriano en defensa de sus intereses en la controversia con
la empresa Occidental y el reclamo de la nulidad del laudo emitido el 5
de octubre de 2al2 por el CIADI; puesto que la caducidad se dictó en
estricto cumplimiento tanto de la ley como dei contrato expresamente
firmado por OEPC

Artículo 2.- convocar a todas las funciones del Estado y al pueblo
ecuatoriano a mantenerse férreamente unidos y movilizados por encima
de cualquier interés político o corporativo, para afrontar por los rnedios
legítimos y del derecho nacional e internacional se consume esta
amer-Laza a Ia dignidad y soberania nacional.

Artículo 3.- Rechazar el írrito laudo arbitral, por no haber considerado
la legislación ecuatoriana y el contrato firmado por la empresa
Occidental.

Artículo 4.- Realizar una permanente acción de seguimiento y
acompañamiento por parte de la Asamblea Nacional, a través de la
Comisión Especializada de Régimen Económico y Tributario, para
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mantener una posición soberana en defensa de los intereses del
Ecuador.

Artículo 5.- Urgir a la Corte Constitucional para que emita el dictamen
de constitucionalidad que le permita a la Asamblea Nacional denunciar
el tra.tado bilateral de inversiones (BTI) bajo el principio constitucional
de celeridad de la justicia.

Artículo 6.- Convocar a la condena internacional, en particutrar a los
pueblos hermanos de América Latina y el Caribe a que realicen sendos
pronunciarnientos que rechacen este flagrante desconocimiento de la
soberanía, no solo de un país, sino del orden político internacional, que
además sentaría precedentes nefastos a favor de la actuación
irresponsable de las grandes transnacionales y en contra de los
derechos de los pueblos y de los Estados de los cuales se extrae
recursos naturales.

Artísulo 7.- Demandar de los medios de comunicación social y de todos
los actores públicos y privados consecuencia con los intereses del
Estado y de la sociedad para fortalecer nuestra conciencia de dignidad y
soberanía nacional que no puede ser atropellada por intereses de una
empresa transnacional o poder fáctico mundial.

Dado y suscrito en la sede de la Asamblea Nacional, ubicada en el
Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, a los treinta
días'del mes de octubre de dos mil doce.

CORD

Páglna 4 de 4


